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VI. EFECTOS Y DECISIÓN 

PRIMERO. Es procedente y 
fundada la presente declaratoria 
general de inconstitucionalidad. 
SEGUNDO. Se declara la 
inconstitucionalidad del artículo 
132, fracción I, de la Ley General 
de Víctimas, publicada en el 
Diario Oficial de la Federación el 
seis de noviembre de dos mil 
veinte, en su porción normativa: 
“I. El producto de la 
enajenación de los bienes que 
sean decomisados en los 
procedimientos penales, en la 
proporción que corresponda, 
una vez que se haya cubierto la 
compensación, en los términos 
establecidos en el Código 
Nacional de Procedimientos 
Penales o en la legislación 
respectiva, y (…).”, la cual surtirá 
sus efectos generales a partir de 
la notificación de estos puntos 
resolutivos al Congreso de la 
Unión, para los alcances y en los 
términos establecidos en el último 
apartado de esta ejecutoria.   
TERCERO. Publíquese esta 
resolución en el Diario Oficial de 
la Federación, así como en el 
Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta. 
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Ciudad de México. El Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, en sesión correspondiente al *** de dos mil veinticinco, emite la 

siguiente: 

 

DECLARATORIA GENERAL DE INCONSTITUCIONALIDAD 

 

Derivada de la jurisprudencia que fijó la –actualmente extinta– Primera Sala 

de la Suprema Corte de Justicia de la Nación al resolver por unanimidad de 

votos el amparo en revisión 675/2022, en el que se declaró la 

inconstitucionalidad de la modificación del artículo 132, fracción I, de la Ley 

General de Víctimas, publicada en el Diario Oficial de la Federación el seis 

de noviembre de dos mil veinte.  

 

TRÁMITE 

 

1. Solicitud. Por escrito que presentó el primero de agosto de dos mil 

veinticuatro en la Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, el Ministro en retiro Jorge Mario 

Pardo Rebolledo, Presidente de la –entonces– Primera Sala de este Alto 

Tribunal, hizo del conocimiento de la Presidencia de este Tribunal Pleno, lo 

determinado en el amparo en revisión 675/2022, para los efectos previstos 

en el artículo 107, fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, así como en los numerales 231 y 232 de la Ley de Amparo.   
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2. Admisión. En auto de dos de agosto de dos mil veinticuatro, la Presidencia 

de la Suprema Corte de Justicia de la Nación admitió la declaratoria general 

de inconstitucionalidad y ordenó registrarla con el número 6/2024. Asimismo, 

se turnó el asunto al Ministro en retiro Juan Luis González Alcántara Carrancá 

y se instruyó remitir copia certificada de la sentencia dictada en el amparo en 

revisión 675/2022 al Congreso de la Unión, para los efectos del plazo de 

noventa días a que se refieren los artículos 107, fracción II, de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos; y 232 de la Ley de Amparo. 

 

3. Returno. Por otra parte, con motivo de la entrada en funciones de la nueva 

integración de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, el asunto fue 

radicado en este Tribunal Pleno y returnado a la ponencia del Ministro 

Giovanni Azael Figueroa Mejía, en proveído de dos de septiembre del 

presente año. Ello de conformidad con el artículo Sexto transitorio del 

Acuerdo General 1/2025 publicado en el Diario Oficial de la Federación el 

cuatro del mes y año en cita.1 

 

I. COMPETENCIA 

 

4. El Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación es competente para 

resolver la presente declaratoria general de inconstitucionalidad, de 

conformidad con lo dispuesto en los artículos 107, fracción II, párrafo tercero, 

de la Constitución Federal; 232 de la Ley de Amparo y 16, fracción VI, de la 

Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación; en relación con el Punto 

 
1 “SEXTO. Por decisión del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y a fin de aprovechar 
el conocimiento y estudio de los asuntos turnados a las Ministras Lenia Batres Guadarrama, Yasmín 
Esquivel Mossa y Loretta Ortiz Ahlf, en la anterior integración, se determina que continúen con el 
conocimiento de dichos asuntos, sin que sea necesario un nuevo acuerdo de returno. Asimismo, a 
las personas Ministras María Estela Ríos González y Giovanni Azael Figueroa Mejía, les 
corresponderán los asuntos turnados a las ponencias de los Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo 
y Juan Luis González Alcántara Carrancá, respectivamente, previo acuerdo de returno.  
El mismo tratamiento deberá darse a las acciones de inconstitucionalidad y controversias 
constitucionales turnadas para instrucción, con excepción del Ministro Presidente a quien no se le 
turnarán este tipo de asuntos para instrucción y elaboración de proyectos.  
Los restantes y de nuevo ingreso se returnarán a través del sistema correspondiente por categoría 
entre las demás ponencias, conforme a la votación obtenida en el Proceso Electoral Extraordinario 
2024-2025 y al orden cronológico de ingreso de su presentación, hasta que se equilibren las cargas 
de trabajo. 
Asimismo, la asignación de los asuntos que conocerá cada ponencia se publicará en los medios 
electrónicos oficiales y en los estrados, para efectos de transparencia y publicidad.” 
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Segundo, fracción IX, del Acuerdo General Plenario 2/2025,2 publicado en el 

Diario Oficial de la Federación el diecinueve de septiembre de dos mil 

veinticinco, así como con el Punto Séptimo del Acuerdo General Plenario 

9/2025,3 publicado en el referido medio oficial el veintidós de septiembre del 

mismo año y aplicable en términos del artículo Tercero Transitorio del propio 

instrumento normativo.4 

 

II. LEGITIMACIÓN 

 
5. La declaratoria general de inconstitucionalidad fue formulada por parte 

legitimada, ya que la presentó el –entonces– Ministro Presidente de la extinta 

Primera Sala de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, de conformidad 

con lo dispuesto en el artículo 107, fracción II, párrafo tercero, de la 

Constitución Federal. 

 

III. PROCEDENCIA 

 
6. La declaratoria general de inconstitucionalidad es procedente porque tiene 

como sustento una jurisprudencia emitida por la –antes– Primera Sala, en un 

amparo en revisión en el que se declaró la inconstitucionalidad de la 

modificación al artículo 132, fracción I, de la Ley General de Víctimas, 

 
2 “SEGUNDO. Competencia reservada del Pleno de la SCJN. La SCJN conservará para su 
resolución: 
[…] 
IX. Los procedimientos de declaratoria general de inconstitucionalidad; 
[…]”. 
3 “SÉPTIMO. Procedimiento en caso de no superar la inconstitucionalidad. En caso de no 
superarse el problema de inconstitucionalidad en el plazo de noventa días a que se refiere el artículo 
que antecede se seguirá el siguiente procedimiento: 
I. La o el Ministro ponente, dentro de los diez días hábiles siguientes al vencimiento del plazo de 
noventa días, deberá remitir a la Secretaría General de Acuerdos el proyecto de resolución 
correspondiente, el que se deberá listar para sesión pública del Pleno que se celebrará dentro de los 
diez días hábiles siguientes; 
II. Si el proyecto de la declaratoria general de inconstitucionalidad obtiene una mayoría de cuando 
menos seis votos, el Pleno de la SCJN determinará la declaratoria general de inconstitucionalidad, 
en cuyo caso, deberá señalar la fecha a partir de la cual surtirá sus efectos, así como sus alcances 
y condiciones, tomando en cuenta lo previsto en el artículo 234 de la LA, y 
III. Si el proyecto de la declaratoria general de inconstitucionalidad no alcanza la votación calificada 
requerida, se desestimará y se ordenará el archivo del asunto”. 
4 “TERCERO. Los procedimientos iniciados hasta el día de la publicación del presente Acuerdo 
General en el Diario Oficial de la Federación deberán regirse por éste, a partir de su entrada en 
vigor”. 
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publicada en el Diario Oficial de la Federación el seis de noviembre de dos 

mil veinte; precepto normativo que no corresponde a la materia tributaria.  

 

IV. ANTECEDENTES 

 

7. Para una mejor comprensión del asunto es oportuno considerar los 

antecedentes relevantes del amparo en revisión 675/2022. 

 

8. Demanda de amparo y trámite. Por escrito presentado a través del Portal 

de Servicios en Línea del Poder Judicial de la Federación, el dieciocho de 

enero de dos mil veintiuno, el “Centro de Derechos Humanos Miguel Agustín 

Pro Juárez, Asociación Civil”, por conducto de su representante legal Jorge 

Santiago Aguirre Espinosa, demandó el amparo y la protección de la Justicia 

Federal en contra de las autoridades y los actos siguientes: 

 

Del H. Congreso de la Unión, integrado por la Cámara de 
Diputados y la Cámara de Senadores, la discusión, 
aprobación y expedición de las reformas al artículo 132, 
fracción I, de la Ley General de Víctimas, publicadas en el 
Diario Oficial de la Federación el día 6 de noviembre de 2020. 
 
Del Presidente Constitucional de los Estados Unidos 
Mexicanos, la promulgación y publicación de las reformas al 
artículo 132, fracción I, de la Ley General de Víctimas, 
publicadas en el Diario Oficial de la Federación el día 6 de 
noviembre de 2020. 
 
De la Secretaría de Gobernación, el refrendo otorgado 
dentro de la expedición de las reformas al artículo 132, 
fracción I, de la Ley General de Víctimas, publicadas en el 
Diario Oficial de la Federación el 6 de noviembre de 2020. 
 
Del Director del Diario Oficial de la Federación de la 
Secretaría de Gobernación, la publicación de las reformas al 
artículo 132, fracción I, de la Ley General de Víctimas, 
publicadas en el Diario Oficial de la Federación en fecha 6 de 
noviembre de 2020. 
 
De la Cámara de Diputados, la discusión, aprobación y 
expedición del Presupuesto de Egresos de la Federación para 
el Ejercicio Fiscal 2021, publicado en el Diario Oficial de la 
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Federación el 30 de noviembre de 2020, específicamente por 
cuanto hace a los rubros presupuestales relacionados con la 
Comisión Ejecutiva de Atención a Víctimas (CEAV), órgano 
descentralizado de la Secretaría de Gobernación.  
  
Del Titular de la Comisión Ejecutiva de Atención a 
Víctimas, la intervención que haya tenido, tenga o pudiera 
tener en aplicación de las reformas al artículo 132, fracción I, 
de la Ley General de Víctimas, publicadas en el Diario Oficial 
de la Federación el 6 de noviembre de 2020. 
 
Del C. Director General del Fondo de Ayuda, Asistencia y 
Reparación Integral de la Comisión Ejecutiva de Atención 
a Víctimas, la intervención que haya tenido, tenga o pudiera 
tener en aplicación de las reformas al artículo 132 fracción I 
de la Ley General de Víctimas, publicadas en el Diario Oficial 
de la Federación el 06 de noviembre de 2020, pues como se 
argumenta más adelante contiene modificaciones que 
contravienen el principio de progresividad que en materia de 
derechos humanos establece el artículo 1 constitucional. 
 
Del Director General de Administración y Finanzas de la 
Comisión Ejecutiva de Atención a Víctimas, la aplicación 
de la inconstitucional e inconvencional reforma a la Ley 
General de Víctimas, con actos como la circular de rubro 
CEAV/AJF/DG/DAVD/DA2/000575/2020, emitida el 10 de 
noviembre de 2020, por medio de la cual se hizo de 
conocimiento del personal que labora en dicha Comisión que 
en virtud de la reforma a la Ley General de Víctimas “en este 
momento no es posible autorizar el pago de dictámenes de 
procedencia, así como resoluciones por concepto de ayuda, 
asistencia, reparación integral y compensaciones. […] Por 
tanto, derivado de dicha situación se deberá reformular las 
solicitudes de pago, una vez que existan las condiciones 
suficientes en materia presupuestaria […]”, lo que supone un 
acto directo de aplicación de una reforma legal 
inconstitucional e inconvencional dado que viola el principio 
de progresividad y los derechos de las víctimas, como se 
argumenta con posterioridad. 

 

9. La demanda se sustentó bajo el argumento de que, con la modificación 

legislativa en referencia, se suprimió un mínimo presupuestal a fin de 

garantizar la reparación integral del daño derivada de delitos o violaciones 

graves a derechos humanos, de conformidad con la Ley General de Víctimas. 

Lo que, desde la óptica de la asociación quejosa, violó en su perjuicio –entre 
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otros– el principio de progresividad de los derechos humanos, consagrado en 

el artículo 1º de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.  

 

10. Sentencia de amparo. El cuatro de febrero de dos mil veintiuno se admitió a 

trámite la demanda de amparo.5 Posteriormente, el veintinueve de noviembre 

de la misma anualidad, el Juzgado Décimo Tercero de Distrito en Materia 

Administrativa en la Ciudad de México sobreseyó el juicio de amparo, con 

fundamento en los artículos 61, fracción XII y 63, fracción V, de la Ley de 

Amparo. 

 

11. Lo que precede, al considerar que la asociación quejosa no acreditó que 

alguna de las personas a las que defiende contara con una resolución 

favorable en la que se hubiere determinado otorgar apoyo económico, 

conceptos de ayuda, compensaciones y, en general, una reparación integral 

del daño, que deba ser cubierta por la Comisión Ejecutiva de Atención a 

Víctimas; ni tampoco acreditó que tal institución debiera erogar recursos en 

beneficio de su esfera jurídica, o respecto de las personas que representa, y 

 
5 El Juzgado de Distrito realizó una prevención en fecha de veinte de enero de dos mil veintiuno, en 
los términos siguientes: 
“a) Deberá precisar si el artículo 132, fracción I, de la Ley General de Víctimas, publicado en el Diario 
Oficial de la Federación el 6 de noviembre de 2020, lo reclama por esta vía, en su carácter de 
disposición autoaplicativa o heteroaplicativa, y en éste último caso, deberá indicar cuál o cuáles son 
los actos destacados de autoridad que contienen el primer acto de aplicación del artículo que se 
duele; asimismo, en ambos supuestos, deberá manifestar bajo protesta de decir verdad la fecha 
exacta en que tuvo conocimiento, le fue notificado, se ostentó sabedora o en su caso, se impuso de 
su contenido.  
b) En caso de que reclame la disposición normativa en su carácter de heteroaplicativa, deberá 
precisar a qué autoridad atribuye dicho acto.” 
La prevención referida fue desahogada el día veintiséis de enero de dos mil veintiuno, al tenor 
siguiente: 
“1. La reforma al artículo 132, fracción I de la Ley General de Víctimas, publicada en el Diario Oficial 
de la Federación el 6 de noviembre de 2020, se reclama en su carácter de disposición autoaplicativa.” 
Posteriormente, el dieciocho de enero de dos mil veintiuno, el Juzgado de Distrito previno 
nuevamente a la parte quejosa en los términos siguientes: 
“a) Precise si es su interés legal seguir señalando como acto reclamado destacado la circular 
CEAV/AJF/DG/DAVD/DA2/000575/2020, emitida el diez de noviembre de dos mil veinte, e indique 
si señala dicha circular como un acto de aplicación de la reforma al artículo 132, fracción I de la Ley 
General de Víctimas, o bien, si la reclama por vicios propios.” 
Más adelante, el tres de febrero de dos mil veintiuno, la parte quejosa desahogó la prevención de la 
forma siguiente: 
“Primero. El Centro Prodh reitera su interés legal de señalar como acto reclamado destacado la 
circular CEAV/AJF/DG/DAVD/DA2/000575/2020, emitida el diez de noviembre de dos mil veinte. 
Segundo. Esta parte quejosa manifiesta que la circular CEAV/AJF/DG/DAVD/DA2/000575/2020, 
emitida el diez de noviembre de dos mil veinte, se reclama por vicios propios. Lo anterior, al tenor de 
los fundamentos y argumentos expuestos en el cuerpo de la demanda de amparo”. 
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que no pudiera ser cubierta en razón de la reforma al artículo 132, fracción I, 

de la Ley General de Víctimas.  

 

12. Recurso de revisión. En contra de esa determinación, el “Centro de 

Derechos Humanos Miguel Agustín Pro Juárez, Asociación Civil”, por 

conducto de su representante legal Jorge Santiago Aguirre Espinosa, 

interpuso recurso de revisión, el cual fue registrado como el amparo en 

revisión 137/2022 del índice del Tercer Tribunal Colegiado en Materia 

Administrativa del Primer Circuito. 

 

13. Resolución del Tribunal Colegiado de Circuito. En sesión celebrada por 

videoconferencia el uno de diciembre de dos mil veintidós, el Tribunal 

Colegiado de mérito resolvió reservar jurisdicción a esta Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, por subsistir el problema de constitucionalidad 

relacionado con el artículo 132, fracción I, de la Ley General de Víctimas.  

 
14. Trámite del recurso de revisión en esta Suprema Corte de Justicia de la 

Nación. Recibidos los autos en este Alto Tribunal, en proveído de cuatro de 

enero de dos mil veintitrés, la Presidencia ordenó el registro del asunto como 

el amparo en revisión 675/2022; su turno al ministro en retiro Juan Luis 

González Alcántara Carrancá, y su radicación a la –entonces– Primera Sala. 

 
15. Más adelante, en sesión de trece de marzo de dos mil veinticuatro, aquella 

Primera Sala resolvió, por unanimidad de cinco votos, el amparo en revisión 

en comento en el sentido de amparar y proteger a la asociación quejosa, en 

contra de la modificación al artículo 132, fracción I, de la Ley General de 

Víctimas, publicada en el Diario Oficial de la Federación el seis de noviembre 

de dos mil veinte. 

 

16. Lo antecedente, para el efecto de que las autoridades responsables y las que 

resultaran vinculadas a su cumplimiento inapliquen, en lo presente y futuro, 

la modificación legislativa declarada inconstitucional sobre la esfera jurídica 

de las víctimas que sean acompañadas o defendidas jurídicamente por la 

asociación quejosa, en aquellos procesos que tengan por objeto la obtención 
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de recursos públicos federales para garantizar los conceptos que conforman 

la reparación integral del daño, de acuerdo con la Ley General de Víctimas.  

 
17. Para arribar a esa determinación, la –entonces– Primera Sala resolvió que 

los conceptos de violación de la asociación recurrente eran esencialmente 

fundados, porque la modificación reclamada, sobre el artículo 132, fracción I, 

de la Ley General de Víctimas (publicada en el Diario Oficial de la Federación 

el seis de noviembre de dos mil veinte), resultaba violatoria del principio de 

progresividad, en relación con el derecho humano a una reparación integral 

del daño, consagrados en el artículo 1º de la Constitución Federal, en 

perjuicio de su esfera jurídica.  

 

18. A fin de patentizar el contenido de la modificación legislativa, y su clara 

regresividad, en la ejecutoria se plasmó el cuadro ilustrativo siguiente: 

 

DISPOSICIÓN LEGAL REFORMADA DISPOSICIÓN LEGAL VIGENTE 

Artículo 132, fracción I, de la Ley 

General de Víctimas, publicada 

mediante Decreto en el Diario Oficial 

de la Federación el día 3 de enero de 

2017.  

Artículo 132, fracción I, de la Ley 

General de Víctimas, publicada 

mediante Decreto en el Diario Oficial 

de la Federación el día 6 de 

noviembre de 2020.  

Artículo 132. El Fondo se conformará 

con: 

 

I. Recursos previstos expresamente 

para dicho fin en el Presupuesto de 

Egresos de la Federación en el rubro 

correspondiente, sin que pueda 

disponerse de dichos recursos para un 

fin diverso, y sin que pueda ser 

disminuido. 

 

La aportación al Fondo se realizará 

siempre y cuando el patrimonio total del 

mismo sea inferior al 0.014% del gasto 

programable del Presupuesto de 

Artículo 132. En términos de las 

disposiciones aplicables la Comisión 

Ejecutiva recibirá:  

 

I. El producto de la enajenación de los 

bienes que sean decomisados en los 

procedimientos penales, en la 

proporción que corresponda, una vez 

que se haya cubierto la compensación, 

en los términos establecidos en el 

Código Nacional de Procedimientos 

Penales o en la legislación respectiva, y 

(…).  
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Egresos de la Federación del año 

inmediato anterior; (…). 

 

(Énfasis añadido) 

 

19. Dicha Primera Sala aseguró que la nueva legislación suprimió el presupuesto 

que se reconocía en beneficio de la esfera jurídica de las víctimas, en aras 

de satisfacer su derecho a acceder a recursos públicos para la efectividad de 

su derecho a la aplicación de medidas de ayuda, asistencia y rehabilitación, 

así como para la implementación de medidas de reparación, restitución, 

satisfacción y garantías de no repetición en su favor (reparación integral del 

daño).  

 

20. De esa guisa, aquella Sala asintió que el monto presupuestario que se 

encontraba establecido en la disposición actualmente modificada (que 

consagraba un 0.014% del gasto programable en el Presupuesto de Egresos 

de la Federación concerniente al año inmediato anterior) constituía una 

garantía presupuestaria que, con fundamento en el principio de progresividad 

de los derechos humanos –prima facie– no podía ser objeto de restricciones 

legislativas en perjuicio de los derechos de las víctimas.  

 

21. Empero, aquella garantía presupuestaria fue eliminada sin haberse justificado 

de acuerdo con la doctrina jurídica de esta Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, en torno al principio de progresividad de los derechos humanos. 

 

22. En la ejecutoria se precisó que las autoridades responsables adujeron que la 

supresión normativa multirreferida se realizó con dos objetivos: por un lado, 

para proveer al Estado de recursos económicos inmediatos para enfrentar la 

crisis de salud pública y economía nacional provocada por la pandemia 

derivada de la SARS-CoV-2 (COVID-19). Y, por el otro, con la finalidad de 

coadyuvar a la transparencia en el ejercicio de la administración pública 

federal, así como en aras de erradicar la discrecionalidad en el ejercicio de 

los recursos del Estado.  
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23. No obstante, la –entonces– Primera Sala advirtió que el primer motivo 

aducido por las autoridades responsables a fin de eliminar aquella garantía 

presupuestaria (vinculado con la pandemia por SARS-CoV-2) no se había 

justificado debidamente, amén de que la acción extraordinaria de salubridad 

general emitida por el –entonces– Presidente de la República, cuyo objeto 

fue prevenir, controlar y mitigar la enfermedad causada por el virus SARS-

CoV-2 (COVID 19), fue formalmente declarada como concluida,6 por Decreto 

publicado en el Diario Oficial de la Federación el día nueve de mayo de dos 

mil veintitrés.  

 

24. En ese mismo orden de ideas, se afirmó que las autoridades responsables 

no demostraron haber realizado todos los esfuerzos necesarios para la 

obtención de los recursos faltantes a fin de cumplir ese fin, ni haber aplicado 

el máximo de sus recursos disponibles para lograr esa efectividad; ni mucho 

menos se acreditó que, en efecto, los recursos sacrificados en perjuicio de la 

garantía presupuestaria para la protección de las víctimas hubieren sido 

efectivamente destinados a la garantía del derecho humano a la salud pública 

y, en esa tesitura, combatir la emergencia sanitaria por la SARS-CoV-2 

(COVID 19). 

 

25. En ese tenor, la extinta Primera Sala sostuvo que resultaba materialmente 

imposible reconocer si la medida legislativa regresiva adoptada había sido 

deliberada y orientada, efectivamente, al disfrute del derecho humano a la 

salud pública; imposible identificar si la acción referida se había tomado 

valorando con seriedad suficiente el sacrificio que podrían resentir las 

víctimas sobre el ejercicio de su derecho humano a una reparación integral 

del daño; así como imposible advertir si las medidas se habían adoptado 

tomando en consideración su situación de vulnerabilidad.   

 

 
6 Vid. DECRETO por el que se declara terminada la acción extraordinaria en materia de salubridad 
general que tuvo por objeto prevenir, controlar y mitigar la enfermedad causada por el virus SARS-
CoV-2 (COVID-19), publicado en el Diario Oficial de la Federación el día 9 de mayo de 2023.  
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26. Y, por lo que corresponde al segundo de los motivos aducidos por las 

autoridades responsables para eliminar aquella garantía presupuestaria 

(vinculado con favorecer la transparencia de la administración pública y evitar 

la discrecionalidad en el ejercicio de los recursos públicos), la –extinta– 

Primera Sala resolvió que las autoridades fueron omisas en justificar 

razonablemente y demostrar que se realizaron todos los esfuerzos 

necesarios para la obtención de los recursos faltantes a fin de cumplir ese 

propósito; omisas en justificar y demostrar haber utilizado el máximo de sus 

recursos disponibles para dar efectividad a la garantía presupuestaria 

suprimida; ni mucho menos demostraron que los recursos sacrificados en 

perjuicio de esa garantía hubieren sido efectivamente destinados para 

garantizar el principio constitucional de transparencia en el servicio público, 

y/o evitar la discrecionalidad en el ejercicio de los recursos del Estado.   

 

27. Por ende, aquella Primera Sala consideró imposible reconocer si la medida 

legislativa regresiva fue deliberada y orientada efectivamente para garantizar 

la transparencia en el ejercicio del servicio público; ni si la acción se tomó 

valorando con seriedad suficiente el sacrificio que podrían resentir las 

víctimas sobre el ejercicio de su derecho humano a una reparación integral 

del daño; así como imposible advertir si la medida se tomó considerando su 

situación de vulnerabilidad.  

 

28. Finalmente, la –antes– Primera Sala estimó importante destacar que el hecho 

de que el legislador federal modificara de forma trascendental la norma 

impugnada, para dejar en manos de la Comisión Ejecutiva de Atención a 

Víctimas que el producto de la enajenación de los bienes que sean 

decomisados en los procedimientos penales, en la proporción que 

corresponda, sea el que se utilice para cumplir con las medidas de ayuda y 

la reparación del daño integral para víctimas de delito y/o violación a derechos 

humanos, abona a la determinación de haber elegido una medida regresiva. 

 

29. Aquella Sala aseguró que el legislador federal, claramente, desapareció el 

porcentaje fijo del Presupuesto de Egresos de la Federación destinado a 
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cubrir lo que corresponde a las víctimas, descansando la obligación del 

Estado en lo que pueda resultar del producto de la enajenación de los bienes 

decomisados en los procedimientos penales, cuya actuación depende ahora 

de una Institución, a saber: el Instituto para Devolver al Pueblo lo Robado 

(INDEP); un organismo descentralizado de la Administración Pública Federal 

con personalidad jurídica y patrimonio propios, coordinado por la Secretaría 

de Hacienda y Crédito Público.  

 

30. Así las cosas, en la ejecutoria se determinó que el actuar del legislador, es 

decir, que la entrega de recursos a víctimas dependa de lo que se reporte 

como decomisado, daña francamente los derechos humanos reconocidos por 

nuestra Constitución Federal y normativa internacional, en favor de las 

víctimas de delito y de derechos humanos. Los bienes muebles e inmuebles 

derivados de los decomisos dependen del resultado de un procedimiento 

penal cuya duración no es menor. Además, la cantidad de dinero que se 

genere es variable, ante la diversidad de mecanismos de venta de dichos 

bienes, debiendo considerar que lo que se genere, en dinero, también debe 

cubrir otros fines encomendados a ese Instituto. Todo lo cual hace que la 

entrega de recursos suficientes a la Comisión de Víctimas dependa de varios 

factores no seguros.     

 

31. Así, se dijo que un ejemplo del impacto de esa reforma sustantiva es que 

cuatro días después de su publicación, es decir, el diez de noviembre de dos 

mil veinte, la Comisión Ejecutiva emitió la circular 

CEAV/AJF/DG/DAVD/DA2/000575/2020 en la cual informó que “en este 

momento no es posible autorizar el pago de dictámenes de procedencia, así 

como resoluciones por concepto de ayuda, asistencia, reparación integral y 

compensaciones. […] Por tanto, derivado de dicha situación se deberá 

reformular las solicitudes de pago, una vez que existan las condiciones 

suficientes en materia presupuestaria”. Lo que evidenció el inicio del 

incumplimiento de sus obligaciones por parte del Estado en beneficio de un 

sector que cada vez es mayor: las víctimas de delito y de derechos humanos.  
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32. Dicha ejecutoria originó las jurisprudencias 1a./J. 132/2024 (11a.) y 1a./J. 

133/2024 (11a.), de rubro y texto siguientes: 

 

“FONDO DE AYUDA, ASISTENCIA Y REPARACIÓN INTEGRAL. EL 
ARTÍCULO 132, FRACCIÓN I, DE LA LEY GENERAL DE VÍCTIMAS 
QUE SUPRIME LA GARANTÍA PRESUPUESTARIA DEL 0.014 % 
VIOLA EL PRINCIPIO DE PROGRESIVIDAD EN RELACIÓN CON EL 
DERECHO HUMANO A UNA REPARACIÓN INTEGRAL DEL DAÑO. 
 
Hechos: Una persona moral, cuyo objeto social consiste en la 
promoción y defensa de los derechos humanos, promovió amparo 
indirecto contra el artículo referido, reformado mediante decreto 
publicado en el Diario Oficial de la Federación el seis de noviembre de 
dos mil veinte, al considerar que viola el principio de progresividad, ya 
que esa reforma suprimió la garantía presupuestaria para la protección 
del derecho humano a una reparación integral del daño, pues el texto 
previo a la reforma garantizaba al Fondo de Ayuda, Asistencia y 
Reparación Integral cierta asignación en el Presupuesto de Egresos de 
la Federación. El Juzgado de Distrito sobreseyó el juicio, por lo que la 
quejosa interpuso recurso de revisión. El Tribunal Colegiado de Circuito 
reservó jurisdicción a este Alto Tribunal por subsistir el problema de 
constitucionalidad. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación determina que el artículo 132, fracción I, de la Ley General de 
Víctimas, reformado mediante el decreto mencionado, que suprime la 
garantía presupuestaria para la satisfacción de los derechos inherentes 
a la reparación integral del daño de las víctimas de hechos ilícitos, 
contiene una medida legislativa regresiva injustificada, violatoria del 
principio de progresividad de los derechos humanos, en relación con el 
derecho humano a una reparación integral del daño. 
 
Justificación: Si bien la reforma al indicado precepto tuvo como 
finalidad enfrentar la crisis sobre la salud pública y la economía nacional 
provocada por la pandemia derivada del virus SARS-CoV-2 (COVID-
19), dicha acción extraordinaria fue declarada formalmente concluida 
por decreto publicado el nueve de mayo de dos mil veintitrés. Si bien 
tuvo por objeto implementar medidas estatales para promover la 
transparencia en el ejercicio de la administración pública federal y evitar 
la discrecionalidad en el ejercicio y la aplicación de los recursos 
públicos, el Congreso de la Unión no la justificó razonablemente frente 
a la falta de recursos económicos para hacer posible la efectividad del 
derecho humano a una reparación integral del daño. Tampoco realizó 
los esfuerzos necesarios para obtener los recursos faltantes, no aplicó 
el máximo de los disponibles para lograr esa efectividad, ni demostró 
que, en efecto, los recursos sacrificados en perjuicio de la garantía 
presupuestaria previamente establecida, consistente en el 0.014 % del 
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gasto programable del Presupuesto de Egresos de la Federación del 
año inmediato anterior, fueron efectivamente destinados a la garantía 
del derecho humano a la salud pública y/o para la promoción de la 
transparencia en el ejercicio de la administración pública federal.”7 
 
 
“PRINCIPIO DE PROGRESIVIDAD DE LOS DERECHOS HUMANOS. 
LAS AUTORIDADES DEL ESTADO TIENEN LA OBLIGACIÓN DE 
JUSTIFICAR LA IMPLEMENTACIÓN DE UNA MEDIDA REGRESIVA 
SOBRE ALGUNA DE LAS GARANTÍAS PRESUPUESTARIAS QUE 
HAGAN EFECTIVO UN DERECHO HUMANO. 
 
Hechos: Una persona moral, cuyo objeto social consiste en la 
promoción y defensa de los derechos humanos, promovió amparo 
indirecto contra el artículo 132, fracción I, de la Ley General de Víctimas, 
reformado mediante decreto publicado en el Diario Oficial de la 
Federación el seis de noviembre de dos mil veinte, al considerar que 
viola el principio de progresividad, ya que esa reforma suprimió la 
garantía presupuestaria para la protección del derecho humano a una 
reparación integral del daño, pues el texto previo a la reforma 
garantizaba al Fondo de Ayuda, Asistencia y Reparación Integral cierta 
asignación en el Presupuesto de Egresos de la Federación. El Juzgado 
de Distrito sobreseyó el juicio, por lo que la quejosa interpuso recurso 
de revisión. El Tribunal Colegiado de Circuito reservó jurisdicción a este 
Alto Tribunal por subsistir el problema de constitucionalidad. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación considera que cuando una autoridad del Estado implemente 
una medida regresiva sobre las garantías presupuestarias que hagan 
efectivo un derecho humano, está obligada a justificar y demostrar la 
falta de recursos para garantizar su ejercicio efectivo. Por tanto, está 
obligada a lo siguiente: 1) acreditar la falta de recursos; 2) demostrar 
que realizó, aunque sin éxito, todos los esfuerzos necesarios para 
obtener los recursos faltantes; y, 3) demostrar que aplicó el máximo de 
los recursos disponibles para su garantía, o que los recursos de los que 
disponía se aplicaron para garantizar otro derecho humano con una 
importancia mayor o de atención prioritaria. 
 
Justificación: La Primera Sala, al resolver los amparos en revisión 
750/2015, 1374/2015, 100/2016 y 306/2016, estableció que las 
autoridades deben garantizar, proteger, promover y respetar, 
prioritariamente, la plena efectividad de todos los derechos humanos y, 
si no lo hacen o adoptan medidas regresivas, tienen el deber de justificar 
esas acciones y la carga probatoria de demostrarlo. Por ende, cuando 
aduzcan una falta de recursos deben probar no sólo que realizaron 
todos los esfuerzos posibles para usar el máximo de los disponibles, 
sino además demostrar que la ausencia de recursos se justifica porque 

 
7 Jurisprudencia 1a./J. 132/2024 (11a.), Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 40, 
Agosto de 2024, Tomo IV, Volumen 1, página 333, registro digital 2029319 
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se destinaron a garantizar otro derecho humano de similar importancia, 
y no cualquier objetivo social. Estas obligaciones derivan directamente 
de la Constitución General y los tratados internacionales de los que el 
Estado mexicano es parte, porque los derechos humanos reconocidos 
en el sistema jurídico son normas que tutelan bienes individuales 
básicos de la máxima importancia moral, derivados de los principios de 
igualdad, autonomía y dignidad. En esa tesitura, el principio de 
progresividad impone a todas las autoridades del Estado mexicano, en 
el ámbito de sus competencias, el deber de incrementar gradualmente 
el grado de promoción, respeto, protección y garantía de los derechos 
humanos, y también les prohíbe adoptar medidas regresivas que 
disminuyan el alcance y nivel de protección otorgados a los derechos 
humanos, salvo que exista una justificación constitucional plena para la 
medida regresiva que se demuestre fehacientemente.”8 

 

 

V. ESTUDIO DE LOS REQUISITOS DE LA DECLARATORIA GENERAL 

DE INCONSTITUCIONALIDAD. 

 
33. Este Tribunal Pleno considera que la presente declaratoria general de 

inconstitucionalidad cumple los parámetros normativos para declararla 

fundada. 

 

34. En efecto, de conformidad con el artículo 107, fracción II, párrafos segundo y 

tercero, en correlación con los diversos artículos 231 y 232 de la Ley de 

Amparo, cuando la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina en 

amparos indirectos en revisión la inconstitucionalidad de una norma general, 

se debe notificar a la autoridad emisora.  

 

35. Una vez practicada la notificación aludida y que transcurra un plazo de 

noventa días sin que se supere el problema de inconstitucionalidad, este 

Alto Tribunal debe emitir, siempre que fuere aprobada por una mayoría de 

cuando menos seis votos, la declaratoria general de inconstitucionalidad, en 

la cual se deben fijar los alcances y condiciones correspondientes.  

  

 
8 Jurisprudencia 1a./J. 133/2024 (11a.), publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación. Libro 40, Agosto de 2024, Tomo IV, Volumen 1, página 335, registro digital 2029337. 



 
 

DECLARATORIA GENERAL DE INCONSTITUCIONALIDAD 6/2024 
 
 

 
16 
 

36. A su vez, el Punto Sexto del Acuerdo General Plenario 9/2025,9 relativo al 

procedimiento para la declaratoria general de inconstitucionalidad, establece 

que, dentro de los diez días hábiles siguientes al vencimiento del plazo de 

noventa días apuntado, sin que se hubiese superado el problema de 

inconstitucionalidad de la norma general respectiva, la Ministra o el 

Ministro ponente deberá remitir a la Secretaría General de Acuerdos el 

proyecto de resolución correspondiente. 

 

37. En este caso, la declaratoria general de inconstitucionalidad fue admitida a 

trámite el dos de agosto de dos mil veinticuatro, dado que el Ministro 

Presidente de la extinta Primera Sala informó a la Presidencia de esta 

Suprema Corte de Justicia de la Nación que aquélla había emitido un 

precedente sobre la inconstitucionalidad de la modificación al artículo 132, 

fracción I, de la Ley General de Víctimas, publicada en el Diario Oficial de la 

Federación el seis de noviembre de dos mil veinte, por violatoria del principio 

de progresividad de los derechos humanos, en relación con el derecho 

humano a una reparación del daño, consagrados –ambos– en el artículo 1º 

de la Constitución Federal.  

 

38. Al respecto, importa destacar que ese amparo en revisión fue resuelto cuando 

estaba en vigor el artículo 223 de la Ley de Amparo, reformado el siete de 

junio de dos mil veintiuno (actualmente derogado) y que a la letra establecía: 

“Las razones que justifiquen las decisiones contenidas en las sentencias que 

dicten las salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, constituyen 

precedentes obligatorios para todas las autoridades jurisdiccionales de la 

Federación y de las entidades federativas cuando sean tomadas por mayoría 

de cuatro votos…”. 10 

 

 
9 “SÉPTIMO. Procedimiento en caso de no superar la inconstitucionalidad. En caso de no 
superarse el problema de inconstitucionalidad en el plazo de noventa días a que se refiere el artículo 
que antecede se seguirá el siguiente procedimiento: 
I. La o el Ministro ponente, dentro de los diez días hábiles siguientes al vencimiento del plazo de 
noventa días, deberá remitir a la Secretaría General de Acuerdos el proyecto de resolución 
correspondiente, el que se deberá listar para sesión pública del Pleno que se celebrará dentro de los 
diez días hábiles siguientes; 
[…]”. 
10 En el caso, el amparo en revisión 675/2022 se resolvió por unanimidad de 5 votos. 
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39. Ahora bien, para estar en aptitud de verificar si ha transcurrido en exceso el 

plazo para que el Congreso de la Unión supere el vicio de inconstitucionalidad 

advertido por la extinta Primera Sala en el amparo en revisión 675/2022, 

conviene tener en cuenta que este Tribunal Pleno ha señalado que el plazo 

de noventa días que rige en este tipo de procedimientos debe computarse 

sobre la base de los días útiles (o hábiles) de los periodos ordinarios de 

sesiones del órgano legislativo de que se trate.11  

 

40. En ese contexto, en el caso, la jurisprudencia derivada de la ejecutoria dictada 

en el amparo en revisión 675/2022 fue notificada al Congreso de la Unión el 

veintisiete de agosto de dos mil veinticuatro, surtiendo efectos ese mismo 

día.12; entonces, el plazo de noventa días para superar el vicio de 

inconstitucionalidad transcurrió del dos de septiembre de dos mil 

veinticuatro al veintisiete de febrero de dos mil veinticinco.13 

 

41. Se restan de dicho cómputo los días del veintiocho al treinta y uno de agosto 

de dos mil veinticuatro, así como del dieciséis de diciembre de dos mil 

veinticuatro al treinta y uno de enero de dos mil veinticinco, por corresponder 

a los recesos del primer y segundo periodo de sesiones del referido 

Congreso; ni los días correspondientes al dieciséis de septiembre, uno de 

octubre (por corresponder a la transmisión del Poder Ejecutivo Federal) y 

dieciocho de noviembre de dos mil veinticuatro, y tres de febrero de dos mil 

 
11 Véase, por ejemplo, la declaratoria general de inconstitucionalidad 4/2024, aprobada por 
unanimidad de nueve votos, en sesión de veintitrés de septiembre de dos mil veinticinco, bajo la 

ponencia de la Ministra Lenia Batres Guadarrama. 
12 Artículo 31. Las notificaciones surtirán sus efectos conforme a las siguientes reglas: 
(REFORMADO [N. DE E. ESTE PÁRAFO], D.O.F. 13 DE MARZO DE 2025) 
I. Las que correspondan a las autoridades responsables y a las autoridades que tengan el carácter 
de terceras interesadas, desde el momento en que hayan quedado legalmente hechas. 
Cuando el oficio que contenga el auto o resolución que se debe notificar se envíe por correo y no se 
trate de la suspensión, en la fecha que conste en el acuse de recibo, siempre y cuando sea un día 
hábil. En caso contrario, a la primera hora del día hábil siguiente; 
13 Este plazo se corrobora con la actuación de diecisiete de septiembre de dos mil veinticuatro, en la 
cual, el Secretario General de Acuerdos certificó que: “teniendo a la vista como hecho notorio que, 
en términos del artículo 88 del Código Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria, 
el Acuerdo de la Mesa Directiva por el que se definen los días que se deberán considerar inhábiles 
durante el tercer año de ejercicio de la LXV Legislatura de la Cámara de Diputados, así como el 
Acuerdo de la Junta de Coordinación Política de la Cámara de Senadores, en la que se establece el 
calendario de sesiones para el Segundo Periodo Ordinario del Tercer Año de Ejercicio de la 
Sexagésima Quinta Legislatura, de doce de septiembre de dos mil veintitrés y siete de febrero de 
dos mil veinticuatro, respectivamente, por encontrarse publicados en la Gaceta Parlamentaria de la 
Cámara de Diputados, y en la Gaceta del Senado.” 
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veinticinco, por considerarse días de descanso obligatorio por ley, así como 

los días uno, siete, ocho, catorce, quince, veintiuno, veintidós, veintiocho y 

veintinueve de septiembre; cinco, seis, doce, trece, diecinueve, veinte, 

veintiséis y veintisiete de octubre; dos, tres, nueve, diez, dieciséis, diecisiete, 

veintitrés, veinticuatro y treinta de noviembre; uno, siete, ocho, catorce y 

quince de diciembre de dos mil veinticuatro; uno, dos, ocho nueve, quince, 

dieciséis, veintidós y veintitrés de febrero de dos mil veinticinco, por ser 

sábados y domingos, como se precisa en el siguiente calendario:14 

 

AGOSTO 2024 

DOMINGO LUNES MARTES MIÉRCOLES JUEVES VIERNES SÁBADO 

    1 2 3 

4 5 6 7 8 9 10 

11 12 13 14 15 16 17 

18 19 20 21 22 23 24 

25 16 
27 

NOTIFICACIÓN 
28 29 30 31 

 

SEPTIEMBRE 2024 

DOMINGO LUNES MARTES MIÉRCOLES JUEVES VIERNES SÁBADO 

1 

 
2 
 

1 
DÍA 

3 
 
2 

4 
 
3 

5 
 
4 

6 
 
5 

7 
 
 

8 
9 
 

6 

10 
 
7 

11 
 
8 

12 
 
9 

13 
 

10 
14 

 
14 De conformidad con la certificación de referencia, lo anterior, es acorde con lo establecido en los 
artículos 107, fracción II, párrafo tercero, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos; 22, 31, fracción I, y 232 de la Ley de Amparo, este último conforme a sus alcances dados 
por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver la declaratoria general de 
inconstitucionalidad 6/2017, así como 65, párrafo primero y 66 de la Constitución; 4, numerales 1 y 
2, 20, numeral 2, inciso c), 82, numeral 1, inciso e), de la Ley Orgánica del Congreso General de los 
Estados Unidos Mexicanos; 182, numeral 5, del Reglamento de la Cámara de Diputados; 5 del 
Reglamento del Senado de la República; y, 74, fracciones II, V, VI y VII de la Ley Federal del Trabajo, 
en relación con lo previsto en el artículo 83 constitucional y transitorio décimo quinto del Decreto por 
el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, en materia política-electoral, publicado en el Diario Oficial de la 
Federación el diez de febrero de dos mil catorce. 
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15 16 
17 

 
11 

18 
 

12 

19 
 

13 

20 
 

14 
21 

22 
23 

 
15 

24 
 

16 

25 
 

17 

26 
 

18 

27 
 

19 
28 

29 
30 

 
20 

     

 

OCTUBRE 2024 

DOMINGO LUNES MARTES MIÉRCOLES JUEVES VIERNES SÁBADO 

  1 
2 
 

21 

3 
 

22 
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42. Ahora bien, este Tribunal Pleno advierte que le plazo concedido legalmente 

ha fenecido y el Congreso de la Unión no ha reformado o derogado el 

artículo 132, fracción I, de la Ley General de Víctimas (publicada en el Diario 

Oficial de la Federación el 06 de noviembre de 2020), de tal forma que 

subsiste el problema de inconstitucionalidad. 
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43. Dicha porción normativa establece lo siguiente: 

 

“Artículo 132. En términos de las disposiciones 
aplicables la Comisión Ejecutiva recibirá:  
 
I. El producto de la enajenación de los bienes que sean 
decomisados en los procedimientos penales, en la 
proporción que corresponda, una vez que se haya 
cubierto la compensación, en los términos establecidos 
en el Código Nacional de Procedimientos Penales o en 
la legislación respectiva, y 

 
(…).” 

 

44. En consecuencia, este Tribunal Pleno estima que el problema de 

constitucionalidad advertido por la –entonces– Primera Sala, consistente en 

que la porción normativa impugnada es inconstitucional por ser contraria al 

principio de progresividad de los derechos humanos, no ha sido superado 

en la Ley respectiva, ya que no ha sido modificada desde el día trece de 

marzo de dos mil veinticuatro, fecha en que se emitió la ejecutoria en el 

amparo en revisión 675/2022. 

 

45. Por lo tanto, con fundamento en el artículo 107, fracción II, párrafo tercero, de 

la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, este Tribunal Pleno 

emite la declaratoria general de inconstitucionalidad en los términos que se 

precisan en el siguiente apartado. 

 

VI. EFECTOS Y DECISIÓN 

 
46. Este Tribunal Pleno considera importante remarcar que el artículo 107, 

fracción II, párrafo tercero, de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos15 confiere a esta Suprema Corte de Justicia de la Nación amplias 

 
15 (REFORMADO PRIMER PÁRRAFO, D.O.F. 6 DE JUNIO DE 2011) 
Art. 107.- Las controversias de que habla el artículo 103 de esta Constitución, con excepción de 
aquellas en materia electoral, se sujetarán a los procedimientos que determine la ley reglamentaria, 
de acuerdo con las bases siguientes: […] 
(REFORMADO, D.O.F. 15 DE SEPTIEMBRE DE 2024) 
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facultades para fijar los efectos que deban imprimirse a una declaratoria 

general de inconstitucionalidad, con la finalidad de que se supere eficazmente 

el problema de inconstitucionalidad generado por las normas declaradas 

inconstitucionales en su jurisprudencia.  

 

47. En ese sentido, debe entenderse que la Suprema Corte tiene amplias 

facultades para apreciar e imponer, caso por caso, las medidas que considere 

necesarias para garantizar que la declaratoria general de inconstitucionalidad 

cumpla cabalmente su cometido. 

 
48. En esas condiciones, el artículo 234 de la Ley de Amparo establece que: 

 

“Artículo 234. La declaratoria en ningún caso podrá 
modificar el sentido de la resolución o jurisprudencia que 
le dio origen, será obligatoria, tendrá efectos generales y 
establecerá: 
 
I. La fecha a partir de la cual surtirá sus efectos; y 
 
II. Los alcances y las condiciones de la declaratoria de 
inconstitucionalidad. 
 
Los efectos de estas declaratorias no serán retroactivos 
salvo en materia penal, en términos del párrafo primero 
del artículo 14 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos”. 

 
49. Así, para precisar adecuadamente los efectos de esta declaratoria general, 

se debe tener en cuenta que el precedente de la antes Primera Sala declaró 

la inconstitucionalidad de la modificación al artículo 132, fracción I, de la Ley 

General de Víctimas, publicada en el Diario Oficial de la Federación el seis 

de noviembre de dos mil veinte.  

 

 

Cuando los Tribunales Colegiados de Circuito establezcan jurisprudencia por reiteración, o la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación por precedentes, en la cual se determine la 
inconstitucionalidad de una norma general, su Presidente lo notificará a la autoridad emisora. 
Transcurrido el plazo de 90 días naturales sin que se supere el problema de inconstitucionalidad, la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación emitirá, siempre que fuere aprobada por una mayoría de 
cuando menos seis votos, la declaratoria general de inconstitucionalidad, con efectos generales, en 
la cual se fijarán sus alcances y condiciones en los términos de la ley reglamentaria. 
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50. En consecuencia, a juicio de este Tribunal Pleno, el problema de 

inconstitucionalidad advertido se superará expulsando del ordenamiento 

jurídico la fracción I, del artículo 132 de la Ley General de Víctimas, que 

dispone: “I. El producto de la enajenación de los bienes que sean 

decomisados en los procedimientos penales, en la proporción que 

corresponda, una vez que se haya cubierto la compensación, en los 

términos establecidos en el Código Nacional de Procedimientos 

Penales o en la legislación respectiva, y (…).”  

 

51. Es decir, el problema de inconstitucionalidad se resuelve, en primer lugar, con 

la eliminación de la facultad de la Comisión Ejecutiva de Atención a Víctimas 

de recibir el producto de la enajenación de los bienes que sean decomisados 

en los procedimientos penales, en la proporción que correspondan, una vez 

que se haya cubierto la compensación, en los términos establecidos en el 

Código Nacional de Procedimientos Penales o en la legislación respectiva, a 

fin de disponer del presupuesto necesario para garantizar a las víctimas de 

delitos y violaciones a derechos humanos los conceptos complementarios 

que integran la reparación integral del daño, en términos de la propia 

normativa. 

 

52. Lo que antecede, en la medida en que la modificación legislativa en cuestión, 

como se resolvió en el amparo en revisión 675/2022, es claramente regresiva 

para la garantía del derecho humano a una reparación integral del daño, de 

conformidad con el artículo 1º de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos.  

 

53. En segundo lugar, al tratarse de la expulsión del contenido de la vigente 

fracción I, del artículo 132, de la Ley General de Víctimas, motivo de la 

impugnación, este Tribunal Pleno está llamado a su deber de salvaguardar el 

derecho a la reparación integral del daño de las víctimas de delito y de 

violaciones de derechos humanos. Por tanto, deberá recuperarse la vigencia 

del contenido dicha fracción hasta antes de la reforma declarada 

inconstitucional, que establecía:  
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“Artículo 132. El Fondo se conformará con: 

 
I. Recursos previstos expresamente para dicho fin en el 
Presupuesto de Egresos de la Federación en el rubro 
correspondiente, sin que pueda disponerse de dichos recursos 
para un fin diverso, y sin que pueda ser disminuido. 

 
La aportación al Fondo se realizará siempre y cuando el patrimonio 
total del mismo sea inferior al 0.014% del gasto programable del 
Presupuesto de Egresos de la Federación del año inmediato 
anterior; (…).” 

 

54. Por último, se subraya que esta declaratoria general de inconstitucionalidad 

surtirá efectos generales a partir de la notificación de los puntos resolutivos 

de la sentencia al Congreso de la Unión, y no podrá tener efectos retroactivos, 

al tratarse de una cuestión de tipo administrativo.16 

 
16 Lo que encuentra apoyo en lo establecido en la jurisprudencia 1/2021 de la entonces integración 
del Tribunal Pleno de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, cuyo criterio se comparte, siendo 
de rubro y texto, siguientes: “COMPETENCIA PARA CONOCER DEL JUICIO DE AMPARO 
INDIRECTO Y DE LOS MEDIOS DE IMPUGNACIÓN QUE DERIVEN, CUANDO EL ACTO 
RECLAMADO CONSISTE EN LA OMISIÓN O DILACIÓN DE LAS AUTORIDADES FACULTADAS 
PARA EMITIR LA RESOLUCIÓN U OPINIÓN RESPECTO DE LA PROCEDENCIA O 
IMPROCEDENCIA DE LA SOLICITUD DE APOYO O COMPENSACIÓN ECONÓMICA 
SUBSIDIARIA A VÍCTIMAS DE DELITOS LOCALES O FEDERALES. SE SURTE EN FAVOR DE 
LOS ÓRGANOS JURISDICCIONALES ESPECIALIZADOS EN MATERIA ADMINISTRATIVA. 
Hechos: La Primera y la Segunda Salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al analizar a 
qué Juzgado de Distrito corresponde la competencia por materia para conocer del juicio de amparo, 
cuando el acto reclamado consista en la omisión o dilación en el dictado de la resolución u opinión 
para el otorgamiento de apoyos o compensaciones económicas a víctimas de delitos locales o 
federales llegaron a soluciones distintas, ya que para la Primera Sala la competencia se surte en 
favor de un órgano especializado en materia penal, mientras que para la Segunda Sala corresponde 
a uno especializado en materia administrativa. 
Criterio jurídico: La competencia para conocer del juicio de amparo indirecto y, consecuentemente, 
de los recursos que se originen, cuando se reclame la omisión o dilación de las autoridades 
facultadas para emitir la resolución u opinión respecto de la procedencia o improcedencia de la 
solicitud de apoyo o compensación económica subsidiaria a víctimas de delitos locales o federales, 
se surte en favor de los órganos jurisdiccionales especializados en materia administrativa. 
Justificación: El procedimiento para obtener una compensación o apoyo económico por parte del 
Estado, derivado del reconocimiento de la calidad de víctima del delito, inicia con una solicitud de 
parte interesada, continúa con una etapa de integración del expediente en la que el solicitante tiene 
derecho a ofrecer elementos de convicción y alegar en su favor, para finalizar con una decisión sobre 
la procedencia del acceso a los recursos de los fondos de compensación o ayuda que, por 
disposición expresa del artículo 144 de la Ley General de Víctimas, constituye una resolución 
administrativa definitiva; todo lo cual pone de manifiesto que se trata de un procedimiento 
administrativo seguido en forma de juicio. Más aún, la materia del procedimiento en comento se 
encuentra vinculada con una cuestión de tipo administrativo, dado que la litis se centra en determinar 
si procede o no y en qué medida el acceso a los recursos de los fondos de ayuda correspondientes, 
sobre lo cual no existe un componente penal, puesto que para emitir tal determinación no se hace 
un reexamen del proceso penal, no se emite un juicio respecto del carácter delictivo de determinados 
hechos ni se constata su comisión, no se analizan elementos del tipo, tampoco se califica la gravedad 
del delito ni se hace una identificación de la víctima, sino que esa situación queda en manos, más 
bien, de la autoridad penal que, en su caso, emite la decisión o sentencia ejecutoria de esos 
aspectos. Además, tal procedimiento se tramita ante autoridades diversas de la judicial y, por ende, 
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55. Por lo expuesto y fundado, este Tribunal Pleno de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación,  

 
RESUELVE 

 
PRIMERO. Es procedente y fundada la presente declaratoria general de 

inconstitucionalidad. 

 
SEGUNDO. Se declara la inconstitucionalidad del artículo 132, fracción 

I, de la Ley General de Víctimas, publicada en el Diario Oficial de la 

Federación el seis de noviembre de dos mil veinte, en su porción normativa: 

“I. El producto de la enajenación de los bienes que sean decomisados 

en los procedimientos penales, en la proporción que corresponda, una 

vez que se haya cubierto la compensación, en los términos establecidos 

en el Código Nacional de Procedimientos Penales o en la legislación 

respectiva, y (…).”, la cual surtirá sus efectos generales a partir de la 

notificación de estos puntos resolutivos al Congreso de la Unión, para los 

alcances y en los términos establecidos en el último apartado de esta 

ejecutoria.   

 
TERCERO. Publíquese esta resolución en el Diario Oficial de la Federación, 

así como en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. 

 

Notifíquese conforme a derecho corresponda y, en su oportunidad, 

archívese el expediente como asunto concluido.  

 

 

*.* 

 

 

 

encuadran en las llamadas autoridades administrativas.” Los datos de registro son: Décima Época, 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Marzo de 2021, Tomo I, página 5. 
 
 


